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La cuota electoral en Ecuador:
 
Nadando a contracorriente
 

en un horizonteesperanzador
 

Silvia Vega Ugalde 

Introducción 

El título escogido para este artículo pretende recoger el sentido de la 
lucha por la aplicación de la cuota electoral de las mujeres en Ecuador, desde 
1997 hasta la fecha, caracterizado por grandes dificultades que se han inter­
puesto por parte de los organismos políticos y electorales para la plena apli­
cación de la ley, particularmente para su aspecto más sensible que constituye 
la obligatoriedad de ubicar a las candidatas bajo la modalidad de alternabili­
dad y secuencia en las listas pluripersonales. Junto con este esfuerzo de nadar 
contra la corriente dominante, masculina, que impregna el sistema político 
electoral ecuatoriano, divisamos un horizonte esperanzador marcado por las 
tendencias a la democratización de los espacios partidarios y privados que 
acarrearía la aplicación de esta medida de acción positiva, que han sido saca­
das a la luz por algunas investigaciones recientes. El horizonte esperanzador 
se delinea también desde la reflexión sobre las potencialidades que tendría la 
incursión creciente de las mujeres en la arena política, si ésta se articula desde 
una posición crítica hacia los patrones dominantes de la política, haciendo 
valer la "diferencia" sexual como anclaje teórico político para interpelar los 
paradigmas de la ciudadanía universal construida al amparo del republicanis­
mo occidental androcéntrico. Aprovechamos este artículo para insertarnos en 
una discusión necesaria para el movimiento de mujeres y para las mujeres 
políticas, sobre las intersecciones entre la representatividad de género y la 
representación general, que se pone a la orden del día al cuestionamos sobre 
la cuota electoral desde una perspectiva cuantitativa y cualitativa. I 

Ecuador es el primer país de la Región Andina que consagra una cuota 
electoral para las mujeres, a través de la llamada "Ley de Amparo Laboral" en 
enero de 1997. Su contenido se modifica en el año 2000 con una reforma a la 
ley orgánica de elecciones que establece su formulación vigente hasta hoy. A 
partir de entonces se aplica parcialmente, pues se cumple el porcentaje asigna­
do pero no las condiciones de alternancia y secuencialidad que establece la ley. 

Esta distinción entre rcprescntatividad de género y representación política aparece en el texto de Nélida
 
Archcnri que reflexiona sobre la aplicación de la cuota en Argentina. (2003).
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En la primera parte del artículo describimos las vicisitudes de este pro­
ceso, refiriendo con algún detalle tanto las formulaciones expresas de la ley 
y sus reglamentaciones como los distintos recursos legales interpuestos por 
las organizaciones de mujeres para garantizar su cumplimiento, Para las ecua­
torianas/os, esta síntesis supone conservar una memoria reciente del proce­
so, que nos recuerda los esfuerzos desplegados por las mujeres que hemos 
luchado por nuestros derechos políticos y las innumerables cortapisas halla­
das en este camino. Para lectores/as de otros países puede ser útil esta reseña 

para identificar el tipo de dificultades que encierra esta legislación particular 
y el andamiaje institucional que se ha puesto en juego en la disputa de inter­
pretaciones que rodea la aplicación de la ley de cuotas. 

No obstante que la aplicación de la cuota electoral no ha sido plena duran­
te los siete años de su vigencia, los resultados electorales muestran interesantes 
perspectivas, no sólo por la evidencia de la creciente presencia de mujeres, sino 
porque los datos cuantitativos disponibles, que incluyen los procesos electorales 
del año 20()(), 2002 Y2004, permiten plantear algunas hipótesis sobre la inciden­
cia de los factores del sistema electoral en los efectos de la cuota, que en ciertos 
casos contradicen algunas aseveraciones realizadas en otros contextos latinoame­
ricanos. Factores como el tamaño de las circunscripciones electorales, el método 
de asignación de escaños, el sistema de listas cerradas vs. la votación personaliza­
da son, entre otros, problematizados en la segunda parte del artículo. 

En la tercera y última parte, nos centramos en las discusiones sobre los 
cambios cualitativos que se evidencian ya o podrían potenciarse a raíz de la 
incursión creciente de mujeres en la política pública posibilitada por la cuota 
electoral, que ha sido sin duda la palanca de este fenómeno, pues antes de su 
vigencia hubo algunas mujeres pioneras que se arriesgaron a intervenir en 
política, pero su presencia no alcanzó, ni de lejos, el nivel de generalización 
al que hoy asistimos. 

Este artículo constituye una síntesis y un esfuerzo de sistematización de 
investigaciones propias y de otros/as autorcs/ns" y se basa también en algunas 
entrevistas breves a líderes del movimiento de mujeres y en la revisión de un 
prolijo archivo documental facilitado por la Fundación Equidad y Desarrollo. 

:1	 María Fernanda Cañete. Rafael Quintero. EI\a María Casrro, Gioconda Herrera/ María Cristina 
Carrillo son lav/os autores de Ia\ principales invesngaciones consultadas. Insriruciones como el Centro 
de Investigación de los Movimientos Sociales del Ecuador (CEDI ME). la Coordinadora Política de 
Mujeres Ecuatorianas. la Fundación Equidad y Desarrollo y.recientemente, la Faculrad Latinoamericana 
de Ciencias Sociales (FLACSO). son las que han realizado un seguimiento '¡'temálico del proceso polí­
tico de las mujeres, de cuya pcrveverancia no> heme. beneficiado para este articulo. 
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Una tortuosa historia 

La primera formulación de una cuota electoral para mujeres en el Ecuador 
se concibió en el marco de la Ley de Amparo Laboral' junto con otras medi­
das tendientes a la equidad en el empleo, -no como medida referida a los dere­
chos políticos- bajo el considerando de que el grado de preparación alcanza­
do por la mujer ecuatoriana, le capacita para participar en condiciones de 
igualdad con el hombre, en todas las actividades productivas. Así, se establecía 
la obligatoriedad de contratación de un porcentaje mínimo de trabajadoras 
mujeres en las empresas, según lo establezcan las comisiones sectoriales del 
Ministerio de Trabajo, se determinaba una cuota del 20% de candidaturas de 
mujeres en las listas pluripersonales de elecciones nacionales y seccionales y se 
incluía también la integración de las Cortes Superiores y del cuerpo de jue­
ces, notarios, registradores y curiales con un mínimo del 20% de mujeres. La 
Ley de Amparo Laboral por tanto, planteó reformas al Código de Trabajo y a 
la Ley Orgánica de la Función Judicial, tanto como a la Ley de Elecciones. 

Itinerario de la aplicación de la ley 
de cuotas electorales en Ecuador 

Enero 1997: Ley de Amparo Laboral: 20% de participación electoral 

Junio 1998: Constitución de la República: garantía de equidad en la partici­

pación política de las mujeres.
 

Febrero 2000: reforma a la Ley orgánica de elecciones: 30% como cuota
 
mínima, con incremento del 5% en cada procesoelectoral hasta llegar al 50%,
 
forma alternada y secuencial de ubicación de candidaturas.
 

Marzo 2000: reglamentación de la Lcy que incluye interpretación del
 
Tribunal Supremo Electoral sobre alternancia y secuencialidad.
 

Demanda de inconstitucionalidad del arto 40 de la Ley de Elecciones y del
 
Instructivo electoral. ante Tribunal Constitucional (Te) y Recurso
 
Administrativo de Reposición ante el Tribunal Supremo Electoral (TSE),
 
por parte de Coordinadora Política de Mujeres y Diputada Anunziata Valdez,
 

Junio 2000: TSE deja sin efecto instructivo (luego de proccso electoral de
 
mayo 2(00).
 

3 Publicada cn el Registro Oficial. N° 124 del (, de fcbrero de 1997. 
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Julio 2000:Te contesta demanda indicando que un pronunciamiento sería 
inoficioso por cuanto elTSE suprimió el instructivo, 

Agosto 2002: Nueva demanda de inconsrirucionalidad de la Coordinadora 
Política de Mujeres y Diputada Anunziata Valdez, contra el arto -1-0 del 
Regiamente de la l.ey de Elecciones. 

Noviembredel 2002: Pronunciamiento delTribunal Consrirucional favorable a 
lademandade la, mujl'1\.~. (Pmtrrior a proce-o electoral de octubre del 2(02). 

Julio 200-1-: Resolución del Tribunal Supremo Electoral disponiendo que la 
altcrnabilidad y secuencia de las candidaturas de hombres y mujeres, srr.í 
definida por los partido- politices, 

Ago,to 200-1-: impugnaciones de li,t.\~ por partr del movimiento de mujeres 
por no respetar alrcrnabilidad y secuencia y otras acciones legales y políticas. 

No había elecciones en el horizonte inmediato cuando esta ley se aprobó, 
pero, con la caída del gobierno de Abdalá Bucaram en febrero de 1997, ocurri­
da poco después de aprobada la Ley, se abrió un panorama político nuevo que 
concluyó con el nombramiento de un gobierno interino y la convocatoria a 
Asamblea Constituyente. El movimiento de mujeres se organizó para incidir en 
ese espacio tanto con propuestas de reforma constitucional como a través de la 
elección de mujeres asambleístas. Varias integrantes de las organizaciones de 
mujeres decidieron estructurar listasexclusivas de mujeres en Guayaquil y Quito 
para candidatizarse como Asambleístas y otras intervinieron como candidatas de 
partidos políticos reconocidos. En las elecciones para la Asamblea se aplicó por 
primera vez la cuota del 20% (Vega: 1998):' 

Entre las propuestas de reforma constitucional que levantó el movimiento 
de mujeres se incluyó las de derechos políticos, consiguiendo que la nueva 
Constitución sancionada en 1998 consagrara el derecho a la equidad en la par­
ticipación política de hombres y mujeres: 

"El Estado promoverá y garantizará la participación equitativa de mujeres y 
hombres como candidatos en los procesos de elección popular,en las instan­

cias de direccióny decisión en el ámbito público, en laadministración de jus­

ticia, en los organismos de control y en los partidospolíticos"(Art. 102) 

"Se reconocerá a las mujeres la participación del veinte por ciento en las lis­

tasde elecciones pluripersonales, así como todos losderechosy garantías con­

sagrados en leyes y tratados internacionales vigentes". (Disposición constitu­

cional transitoria décimo séptima) 

4 Un análisisde este proceso se encuentra en SilviaVega Ugalde:"Asamblea Nacional: Balance de la par­
ticipación de las mujeres y reflexiones para el fiuuro" CPME-PNUI>. QUilO. 1998 (mimeo). 
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La norma constitucional ecuatoriana se refiere no solamente a la equidad 
entre hombres y mujeres en la participación electoral sino en otras instancias 
del ámbito público. No obstante, esa disposición no ha sido complementada 
con leyes específicas y las organizaciones de mujeres no han promovido su apli­
cación en esos otros ámbitos. La lucha se ha centrado en el terreno electoral. 

El siguiente hito por la cuota electoral de mujeres fue el impulso de la 
reforma a la Ley de Elecciones, precedida de un extenso trabajo de las orga­
nizaciones de mujeres que fueron convocadas por la Comisión Parlamentaria 
de la Mujer y el Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU) para discu­
tir propuestas legislativas en sendas mesas de trabajo sobre di rerentes ternas." 
Una de ellas, referida a los derechos políticos, concibió el texto de la refor­
ma electoral que fue propuesto en el marco de la discusión general de refor­
mas a la ley electoral que se aprobó en febrero del 2000, estableciendo las 
disposiciones que se hallan vigentes en la actualidad: 

"Las listas de candidaturas pluripersonales deberán presentarse con al menos 

el treinta por ciento (30%) de mujeres entre los principales y el treinta por 

ciento (30%) entre los suplentes; en forma alternada y secuencial, porcentaje 

que se incrementará en cada proceso electoral general, en un cinco por cien­

to (5%) adicional hasta llegar a la igualdad en la representación. Se tomará en 

cuenta la participación étnica cultural" (Art. 58 de la Ley Orgánica dc 

Elecciones). 

"Para los efectos determinados en el artículo anterior. se aplicará obligatoria­

mente la siguiente fórmula de representación en el proceso de inscripción de 

candidaturas. 

En elecciones pluripersonalcs donde deban elegirse tres representantes se ins­

cribirá, al menos, una candidata mujer como principal y una como suplente; 

en donde se elijan de cuatro a seis representantes, por lo menos dos candida­

tas mujeres principales y suplentes; en donde se elijan de cuatro a seis repre­

scntantcs, por lo menos dos candidatas mujeres principales y suplentes respec­

tivamcnre; en donde deban elegirse de siete a llueve dignidades, almcnos tres 

candidatas mujeres como principales y tres como suplentes: en elecciones de 

diez a doce representantes, cuatro candidatas mujeres mínimo como princi­

pales y suplentes, respectivamente; y, así sucesivamente. 

En elecciones donde deban elegirse dos representantes, uno de los candida­

tos preferentemente será mujer, de igual forma en el caso de los suplentes. 

Este proccso contó con el apoyo dcl Fondo de Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) según infor­
mación proporcionada por la ex diputada Anunziata Valdcz. 

5 
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Esta proporciónse incrementará en el porcentaje señalado en elartículoante­
rior hasta llegar a la representación igualitaria". (Art. 59, Ley Orgánica de 
Elecciones). 

"ElTribunal Supremo Electoral y lostribunales provinciales electorales, nega­
rán,de oficio o a petición de parte,la inscripción de aquellas listas de candi­
daturas pluripersonales que no incluyan un mínimo de treinta por ciento 
(30%) de mujeres como candidatas principales y de treinta por ciento (30%) 
de entre los suplentes, de forma alternada y secuencial, en las listas presenta­
das por las organizaciones políticas y candidatos independientes". (Art. 61, 
LeyOrgánica de Elecciones). 

Como se ve, la norma incluye tres aspectos importantes: un piso del 30%, 
el aumento progresivo de un 5% en cada proceso electoral hasta llegar a la 
igualdad y el carácter de alternancia y secuencialidad en la ubicación de las 
candidaturas femeninas, aspecto este último que ha sido objeto de las más 
diversas interpretaciones, dando lugar a sucesivas acciones de algunas organi­
zaciones de mujeres para hacer respetar el sentido de equidad que se busca­
ba con la mencionada ley. 

Para las elecciones de mayo del 2000, el movimiento de mujeres y par­
ticularmente la Coordinadora Política de Mujeres Ecuatorianas" impulsó 
una campaña activa por los derechos políticos de las mujeres, que incluyó la 
conformación de comités de vigilancia electoral en varias provincias para 
constatar la aplicación de la cuota y para impugnar listas que no la hubie­
ran respetado. La campaña incluyó también la sensibilización y cabildeo con 
los partidos políticos para propiciar la inclusión de mujeres en sus listas, la 
producción de materiales comunicacionales de promoción del voto por 
mujeres, la capacitación de algunas candidatas en aspectos básicos de la cam­
paña electoral y la difusión de un dossier con extractos de leyes favorables a 
la participación ciudadana y a las mujeres y con algunas propuestas de la 
agenda del movimiento de mujeres de las que se esperaba sean portavoces las 
candidatas. (Castro, s/f 26-36). Organizaciones de mujeres de lmbabura, la 
Red de Mujeres de Loja, el Movimiento de Mujeres de El Oro, entre otras 
organizaciones también impulsaron acciones de veeduría, de capacitación a 

candidatas, de cabildeo con partidos políticos y de presencia pública en 
apoyo a la participación política de las mujeres en otras ciudades del país. 

6 La Coordinadora Política de Mujeres es una de las organizaciones nacionales del movimiento de muje­
I"CSecuatoriano. 
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Trampas y cortapisas: el tira y hala de la Ley 

El Ecuador está dividido en 22 provincias, 219 cantones y 1162 parroquias 
urbanas y rurales (Quintero, 2004:2). El Prefecto/a Provincial es la autoridad de 
nivel provincial elegida por voto popular mientras que el Gobernador/a es 
designado por el Ejecutivo también como autoridad provincia!. El Consejo 
Provincial constituido por diferente número de consejeros/as provinciales de 
acuerdo a la población provincial, es el órgano colectivo de gobierno provincia!. 

A nivel cantonal, se eligen alcaldes como autoridades locales, tanto en las 
ciudades capitales de provincia como en otros municipios. Los concejos can­
tonales son los entes colectivos de gobierno municipal, formados también 
por diferente número de concejales/as, según el tamaño de la población. 
Finalmente, en el nivel territorial más pequeño, las parroquias, se eligen las 
juntas parroquiales en el ámbito rural, conformadas por 5 miembros, inde­
pendientemente del tamaño de la población parroquia!. 

Las autoridades provinciales, municipales y parroquiales se eligen cada 
cuatro años en periodos alternados a los de las autoridades nacionales 
(Presidente, Vicepresidente y Diputados) que también se eligen cada cuatro 
años, Concejales/as municipales y Consejeros/as provinciales duran cuatro 
años en funciones pero se renuevan por mayorías y minorías cada dos años, 
por lo que estas elecciones coinciden una vez con la de autoridades nacio­
nales y otra vez con la de autoridades seccionales. 

En las elecciones de mayo del 2000 en las que se eligieron Alcaldes, 
Prefectos, Concejales Municipales, Consejeros Provinciales y miembros de 
Juntas Parroquiales, fue la primera vez en la que se aplicó le cuota electoral 
de mujeres, luego de la reforma a la Ley de Elecciones. Su aplicación, sin 
embargo, fue parcial, ya que fue tamizada por un reglamento y un instructivo 
expedido por el Tribunal Supremo Electoral en el que interpretaba los con­
ceptos de alternancia y secuencialidad, estableciendo modalidades de ubica­
ción de las mujeres en las listas que perjudicaban su posibilidad de ser electas," 

El Reglamento de la Ley de Elecciones estipulaba: 

Pese a que rige en el Ecuador el sistema de elección personalizada. por el cual. las/os electores pueden 
escoger candidatos/as ubicados en cualquier puesto de cualquier lista. no obstante predomina la ("05­

tumbre de votar por plancha. )' en ese caso la ubicación en los primeros puestos efecrivamente favore­
ce las posibilidades de elección. 

7 
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"Lascandidaturas pluripersonales deberán presentarse con, al menos, el 30% 
de mujeres entre losprincipales y el 30%entre lossuplentes. 

La altcrnabilidad y secuencia en la presentación de listas deberá seguir el 
orden par o impar. 

Alternabilidad es la distribución en la lista cn forma sucesiva, entre hombres 
y mujeres. 

Secuenciaes la serie de combinaciones que pueden realizarse en la lista, sal­
tando los lugares de inscripción de la lista, al tratarse de representaciones de 3 
a 5 dignidades, saltandouno o dospuestos; de 6 dignidades en adelante. pasan­
do entre dosy trespuestos y así sucesivamente".(Art. 40,Reglamentoa la Ley 
de Elecciones"). 

El Tribunal Supremo Electoral (TSE) está conformado por siete vocales 
designados por el Congreso Nacional en representación de los partidos polí­
ticos con mayor votación nacional; no ha existido hasta el presente ninguna 
mujer como vocal de ese organismo. Mediante el instructivo dictado por el 
TSE se establecían ejemplos para concretar el reglamento, planteando como 
modalidades legalmente aceptables una lista conformada por cuatro hombres 
y cuatro mujeres, o por tres hombres y tres mujeres y no intercalando hom­
bres y mujeres de uno en uno, como las organizaciones de mujeres interpre­
taban la secuencialidad garantizada en la ley. 

Este instructivo fue objetado por la Coordinadora Política de Mujeres y la 

Diputada Anunziata Valdez, que presentaron una demanda ante el Tribunal 
Constitucional y un recurso administrativo de Reposición ante el Tribunal 
Supremo Electoral. Frente a estas acciones, el organismo electoral dejó insub­
sistente el instructivo, pero en fecha posterior a los plazos de impugnación 
establecidos, por lo que, en la práctica estuvo vigente para el proceso electoral 
del 2000. Entre las razones que el propio Tribunal reconoció para dejar insub­
sistente el instructivo señaló "que debió ser dictado, motivado por la urgencia 

de establecer normas para el efecto de este proceso". La demanda de incons­

titucionalidad del instructivo fue contestada también en fecha posterior a las 
elecciones, indicando que "si bien es evidente que en el instructivo objeto de 
la presente demanda, no se respeta la participación alternada y secuencial de 
las mujeres, no es menos cierto que, habiendo sido derogado el mismo, un pro­
nunciamiento por parte del Tribunal Constitucional se tornaría inoficioso"." 

11 Resolución Tribunal Supremo Electoral No. l. ROl Sup 3'.1. de 20 de Marzo del 2000. 
9 Resolución N. 133-2000-Ti> del Tribunal Constitucional. ('.1 de julio dc 2000. 
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Posteriormente, en enero del 2002, la Comisión de la M ujer, el Niño, la 
Juventud y la Familia del Congreso Nacional, el Consejo Nacional de las 
Mujeres (CONAMU), la Dirección Nacional de la Mujer de la Defensoría 
del Pueblo y la Coordinadora Política de Mujeres Ecuatorianas habían diri ­
gido al Tribunal Supremo Electoral una petición para que deje sin efecto el 
arto 40 del Reglamento a la Ley de Elecciones, por oponerse a la Ley de 
Elecciones. El TSE no dio respuesta a este pedido y más bien dictó un nuevo 
instructivo para el proceso electoral de octubre del 2002, en el que no se 
decía nada respecto de la aplicación de los principios de alternabilidad y 
secuencialidad, 10 que también, por omisión, inducía a confusión. 111 

En abril del 2002, hubo el intento por parte del Congreso Nacional de 
modificar la Ley de Elecciones, afectando los artículos referidos a la equidad 
de género. La entonces Diputada Anunziata Valdez se opuso a que dichas refor­
mas sean tratadas y este intento provocó una importante movilización de alre­
dedor de 1000 mujeres al Congreso para oponerse a lo que en la práctica 
habría significado la derogatoria de la ley de cuotas garantizada en la reforma 
electoral del año 2000. 11 La diputada inició el trámite de un juicio político al 
Presidente del Tribunal Supremo Electoral, en septiembre del 2002, apoyada 
por 31 diputados y diputadas, que no se lo continuó porque se logró un con­
venio entre el Tribunal Supremo Electoral, la Comisión Parlamentaria de la 
Mujer y el Consejo Nacional de las Mujeres para que cualquier cambio refe­
rido a la cuota electoral se lo discuta y consensúe entre las tres instituciones, 
lo que no se cumplió posteriormente. 

Previo al nuevo proceso electoral de octubre del 2002, en el que se elegirla 
Presidente. Vicepreseidente, Diputados y minorias de Concejos Municipales y 
Consejos Provinciales, la Coordinadora Política de Mujeres y la Diputada 
Anunziata Valdez presentaron una nueva demanda de inconstitucionalidad, esta 
vez sobre el arto40 del Reglamento de la Ley de Elecciones. El punto central de 
esta demanda objetaba la definición de alternabilidad y secuencia establecida en 
el reglamento y proponía otra derivada del "sentido natural y obvio" de las pala­
bras definidas por el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española: 

Alternar: "variar las acciones diciendo o haciendo ya unas cosas, ya otras y
 
repitiéndolas sucesivamente. Hacer o decir algo por turno. Sucederse unas
 

cosas a otras repetidamente. Acción o derecho que tiene cualquier persona o
 

comunidad para ejecutar algunas cosas o gozar de ellasalternando con otras".
 

10 El arto 13 del Instructivo selialab3:"I~"'\Ialdad de género. En 1.1, elecciones plnripcrsonalev la' li,t.l~ debe­
r.ín contener al mcnov el 35%de candidata. mujere, entre lo, principal....y 35% entre los suplente•. de 
conformidad con In establecido en la Ley" 

1I información proporcionada por la ex diputada Anunziata V.IIl!ez. 
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Secuencia: "perteneciente o relativo a la secuencia; continuidad, sucesión 

ordenada, serie o sucesión dc cosas que guardan entre sí cierta relación; orde­

nación específica de cada una de las unidades; conjunto de cantidades u ope­

raciones ordenadas de tal modo que:: cada una determina la siguiente". 

El Tribunal Constitucional se pronunció favorablemente a la demanda de 
las mujeres, e! 12 de noviembre de! 2002, es decir en fecha posterior al pro­
ceso electoral en el que la ley de cuotas se aplicó a medias.'? 

En el texto de esa Resolución en la que se declara "la inconstirucionalidad 
por e! fondo del arto 40 del Reglamento a la Ley General de Elecciones", el 
Tribunal Constitucional argumenta su decisión en los siguientes considerandos: 

"Que el artículo impugnado realiza una definición de lo que es la alternabi­

lidad y la secuencia, definiciones cuyo contenido no garantizan la participa­

ción equitativa entre varones y mujeres; mucho menos cuando al referirse a 

la secuencia regula la forma en que deben realizarse las combinaciones en 

serie, atentando a la igualdad de condiciones al establecer que una mujer 

podría ser ubicada en la papeleta electoral luego de haber sido ubicados dos 

o tres varones; 

"Que en la comprensión de que el estado ha asumido el deber de eliminar 

las condiciones de desigualdad en la participación electoral entre hombres y 

mujeres, es necesario evitar los efectos de toda disposición que menoscabe 

este objetivo por cuanto resultarán inconstitucionales; y por el contrario, 

resulta una obligación de toda autoridad u órgano administrativo regular en 

beneficio de lo quc se conoce como acciones positivas,yaexplicado anterior­

mente" ." 

Los partidos políticos: últimos dirimentes 

Incapaces de aceptar la derrota juridica, los miembros de! Tribunal Supremo 
Electoral se inventaron otra salida para e! proceso electoral de octubre del 2004 14, 
esta vez fuera del terreno legal.Ahora su "gran jugada" fue remitir la interpreta­
ción de la Ley a la discrecionalidad de los partidos políticos, o mejor dicho de 
los líderes hombres de esos partidos. 

12	 Resolución N. 028-2002-TC, 4 de noviembre del 2002. 
13	 Agradezco a Jennifer Carnacho de la Fundación Equidad y Desarrollo. el haberme facilitado copia de 

la resolución del Tribunal Constitucional y a LolyValladares el proporcionarme información sobre esta 
fase del proceso. 

14	 En este proceso se eligió a Alcaldes, Prefectos y mayorías de: Concejos Municipales y Consejos 
Provinciales, 
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En junio de 2004, la Fundación Equidad y Desarrollo había solicitado al 
TSE conformar una comisión conjunta con las organizaciones de mujeres para 
redactar un nuevo artículo 40 del Reglamento a la Ley de Elecciones, que sus­
tituyera al que fue declarado inconstitucional por el Tribunal Constitucional. 
La Fundación incluso adjuntó una propuesta inicial de redacción para garan­
tizar la alrernabilidad y la secuencia." 

Veinte y siete diputadas y diputados se adhirieron al pedido de la Fundación 
Equidad y Desarrollo a través de una carta dirigida al máximo organismo elec­
toral, así como la Comisión Permanente por los Derechos Políticos de las 
Mujeres, que se constituyó el 15 de junio por iniciativa de la misma Fundación 
e impulsó las acciones referidas al cumplimiento de la ley de cuotas en el pro­
ceso electoral de! 2004 11

,. 

Un intenso cabildeo de esta Comisión con los miembros de los partidos 
políticos representados en e!TSE se produjo durante el mes de junio y media­
dos de julio del 2004, para persuadidos de aprobar una resolución que posibi­
lite la aplicación de la alrernabilidad y la secuencia en la conformación de las 
listas electorales. Se consiguieron tres de los siete votos de los miembros del 
TSE para la fórmula propuesta por las mujeres, que fue refrendada por uno de 
los informes jurídicos del Tribunal. Uno de esos votos fue del mismo ex 
Presidente del Tribunal Electoral que en periodos anteriores había defendido 
el instructivo y reglamento lesivo a estos principios. Los votos favorables fue­
ron del Partido Democracia Popular, Izquierda Democrática y del 
Movimiento Pachakutik, ubicados en el espectro político de centro izquierda. 
Los votos contrarios fueron del Partido Renovador Institucional Acción 
Nacional, del Partido Social Cristiano y del Partido Conservador, ubicados en 
la tendencia de centro derecha. Uno de los miembros, del Partido Roldosista 
Ecuatoriano, no concurrió a la sesión en la que se votó el tema, pero fue el 
proponente del informe jurídico que finalmente se aprobó, contrario a los 
planteamientos de las organizaciones de mujeres". 

La nueva maniobra del Tribunal Supremo Electoral se consumó en una 
resolución del 1ó de julio del 2004, en la que, por un lado dice acatar la reso­
lución de inconstitucionalidad del arto 40 del reglamento de la Ley de 

15 Agradezco a Alcxandra Andrade de 1.1 Fundación Equidad y 1)~'-Irrollo por haberme facilitado una amplia 
documentación sobre el proceso k,!t:Il seguido en daño 200-1. 

16 E,tJ Comisión e<toÍ conformada por mujeres de partidov polírico-, organizacionev de nlllJ~res y por muje­
re, en ejercicio de fimciones públicas, Su carácter l" nl.Í, insnrucional y menos xocinl y ~c expre....a c<p~­
cialmenre en Quito. En otras ciudades dd paí, han actuado la, propias organizaciones de mujeres exisrcn­
tev en el ámhíro local. 

17 Frente al empare que se produjo en /.1 votación, el Presidente del Tribunal Supremo Electoral, perrenecien­
te al Partido R.~no\'.ldor lnsrirucional Acción Nacional, dirimió con su voto la propuesta contraria a 1.1 kj'. 
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Elecciones, suprimiendo dicho artículo y, por otro se establece un nuevo texto 
para el arto 41 del mencionado reglamento, del siguiente tenor: 

"La alternabilidad y secuencia en la ubicación de puestos de mujeres y hom­
bres. será definida por laorganización política el momento de la presentación 
de la lista, la que contendrá la aceptación de dicha ubicación por parte de 
todosy cada uno de los candidatos y candidatas"." 

Al dejar la aplicación de la alternancia y secuencia al arbitrio de los parti ­
dos políticos, el Tribunal se lavó las manos y tácitamente se declaró incompe­
tente para garantizar un derecho ciudadano de las mujeres legalmente funda­
mentado, trasladando esa obligación a sujetos políticos particulares. 

Más allá de las connotaciones legales, la decisión del Tribunal Supremo 
Electoral, revela la consumación del pacto masculino para impedir la igual­
dad de participación política de hombres y mujeres. Primero intentaron 
manipular la ley a su favor, y cuando el mecanismo legal les resultó contra­
rio, escogieron el atajo de la discrecionalidad de los partidos políticos -orga­
nismos masculinos por excelencia-." 

No obstante esta evidcncia.Ias mujeres continuaron usando los mecanis­
mos legales para reclamar su derecho. Cuando se inscribieron las listas de 
candidatos en octubre del 2004, la Comisión por los derechos políticos de 
las mujeres, en Quito, impugnó, a través de mujeres candidatas, un total de 
66 listas de consejeros provinciales y concejales municipales de la provincia 
de Pichincha, que representaban el 77% de las listas inscritas. En otras pro­
vincias como Guayas, Laja, lmbabura, El Oro se instalaron veedurías de las 
organizaciones de mujeres para el cumplimiento de la ley -similares a las que 
se habían realizado en los procesos electorales anteriores- y se hicieron tam­
bién las impugnaciones a un alto porcentaje de listas que incumplían o el 
porcentaje establecido o la secuencia y alternaucia.r" 

Como era de esperar, los Tribunales provinciales de esas provincias desecha­
ron las impugnaciones, que habían sido planteadas con abundantes argumentos 
jurídicos y especialmente por el incumplimiento a la Resolución del Tribunal 

18 RJE-PLE-TSE-I-16-7-2004
 
19 Ningún Partido Político legalmenre inscrito en el Ecuador, tiene a una mujer como autoridad máxi­


ma. 
20	 En el año 2002. elTSE había rechazado la, impugnaciones realizadas por la, organizacionev de muje­

re. por no considerarlas"sujetos políticos", Con esta experiencia, en el proceso de 200'¡. fueron muje­
re. candidata, cercanas al movimiento de mujeres quienes realizaron la impugnación, y como tale. 110 

pudieron ser rechazadas, 
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Constitucional. En el caso del Tribunal Electoral de Pichincha, su decisión la 
tomó bajo el razonamiento de que "la interpretación y alcance quc se pretende dar 
a las normas que sciiala CI/ la ¡mpu,-'lllación, SOl/ forzosas y salen del contexto legal que 
enmarca la reptescutadén de las lIIujcres,,21, por lo que habría que entender que la 
resolución del Tribunal Constitucional es calificada por el Tribunal Electoral de 
Pichincha, en esos mismos términos. 

Las candidatas en Quito apelaron de esa decisión al Tribunal Supremo 
Electoral, y también como era de esperar, éste se pronunció desechando el 
recurso de apelación y ratificando lo resuelto por el tribunal inferior. 

La Comisión por los derechos políticos de las mujeres acordó presentar nue­
vas acciones legales en contra de los miembros del TSE que desconocieron los 
derechos políticos de las mujeres. Una de ellas fue la solicitud al Presidente de la 
Corte Suprema de Justicia de levantamiento de la inmunidad de los vocales del 
Tribunal Supremo Electoral, como condición previa para realizar un juicio penal 
en su contra, por los delitos de desacato a la resolución del Tribunal 
Constitucional y de prevaricato. Otra acción legal fue un recurso de queja ante 
elTribunal Constitucional en contra del TSE, interpuesto por las dos candidatas 
que impugnaron las listas de candidaturas de Pichincha que incumplían la norma 
de alternabilidad y secuencia. Finalmente, se planteó al Tribunal Constitucional 
un pedido para que exija el acatamiento de su decisión alTSE. Ninguna de estas 
tres acciones legales ha merecido el trámite pertinente. 

Con el apoyo del Fondo de Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) y 
del Programa de Naciones Unidas p:lra el Desarrollo (PNUD) se logró la pre­
sencia de una comisión internacional de apoyo técnico conformada por repre­
sentantes de IDEA (Instituto de Investigaciones Electorales), Asociación Civil 
Transparencia de Perú y una experta de Costa Rica, que visitaron el Ecuador y 
se reunieron con autoridades electorales nacionales y provinciales entre el 23 Y 
27 de agosto del 2004. Esta comisión ha emitido su informe con importantes 
recomendaciones que incluyen la necesidad de un esclarecimiento jurídico de la 
interpretación de los términos de alternancia y secuencia, así como una serie de 
estrategias que liguen la cuota electoral de mujeres con temas globales como la 
democracia y ciudadanía, interesando en su defensa a un amplio espectro de 
actores sociales y políticos. El informe recomienda también varias líneas de 
acción para fortalecer la presencia política de las mujeres y las labores de veedu­
ría ciudadana electoral con enfoque de género, incluyendo la necesidad de inte­
resar a la misión de observadores de la OEA para futuros procesos electorales. 

21 Providencia notificad. a la. candidatas impugnantes. 
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Situación actual de la aplicación de la ley de cuotas 

Del relato de este proceso, queda claro que las organizaciones de mujeres 
que han estado impulsando la vigencia de la cuota electoral en el Ecuador, han 
agotado todos los mecanismos legales a su alcance, pero han constatado tam­
bién el manejo caprichoso de la Constitución, leyes, reglamentos e instructi­
vos por parte de los organismos electorales y políticos, llamados a hacerlas 
cumplir. Este comportamiento institucional y de los actores políticos expresa 
las debilidades del sistema democrático ecuatoriano, donde no se puede hablar 
de reglas del juego claras ni de permanencia y respeto a las normas acordadas, 
situación que se evidencia también en otros aspectos del devenir político y 
electoral. Este marco general está impregnado intrínsecamente por un marca­
do androcentrismo que aún impera en el accionar político ecuatoriano, a 10 
que se suma la debilidad que han experimentado las organizaciones de muje­
res, -pese a sus notables esfuerzos y movilización de varios años- para legitimar 
contundentemente el tema de las cuotas electorales, no sólo como una reivin­
dicación por derecho propio de las mujeres, sino como una exigencia de la 
democratización general del sistema político. 

La diversificación de estrategias además de las de tipo legal parece ser una 
exigencia urgente que deberán asumir las organizaciones de mujeres y los 
organismos estatales responsables de los derechos de las mujeres para hacer 
respetar la vigencia de la cuota electoral en los procesos electorales venide­
ros. Lamentablemente, esta posibilidad se ve limitada porque el interés en el 
tema reaparece en las vísperas de cada proceso electoral y no se han podido 
generar hasta el momento estrategias más sostenidas que permitan mayor efi­
cacia en los momentos críticos. 

Para el propio movimiento de mujeres no es actualmente un tema prio­
ritario; en ciertos sectores se lo ve como una reivindicación exclusiva del 
sector de mujeres políticas y no como -una confrontación contra el andro­
centrismo imperante en la sociedad y esto tiene que ver, en cierta medida, 
con el distanciamiento del movimiento respecto de las mujeres ubicadas en 
los aparatos institucionales de poder, distanciamiento que se explica como 
una reacción de una parte del movimiento de mujeres a un periodo -el ante­
rior durante la década del 90- en el que se priorizó, quizás con demasiado 
énfasis, la vinculación con el Estado. Para el movimiento de mujeres hay 
otros temas que concitan la atención y el interés, mucho más vinculados al 
mejoramiento de las condiciones de la vida cotidiana. 

Más allá de lo que sigamos haciendo o no las organizaciones de mujeres 
en torno a la cuota electoral, hoyes un hecho visible la mayor presencia de 
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mujeres en el mundo político. El porcentaje de participación no ha podido ser 
eludido por los partidos y el crecimiento de este porcentaje en cada proceso 
electoral, que prevé la legislación ecuatoriana, ha provocado un amortigua­
miento del efecto negativo de la no observancia de la alternabilidad y secuen­
cia en la ubicación de candidaturas. En los dos siguientes capítulos intentamos 
dimensionar este hecho a través de los resultados electorales, para luego entrar 
en el análisis de los significados más trascendentes y de largo plazo. 

La aplicación de la cuota en cifras 

Igual que en otros países latinoamericanos donde se ha aplicado la cuota 
electoral de las mujeres, es significativo el incremento de la presencia femeni­
na en organismos políticos como el Parlamento Nacional, los concejos muni­
cipales y los consejos provinciales. 

CUADRO 1: EVOLUCiÓN DE LA PARTICIPACiÓN DE MUJERES COMO DIPUTADAS EN EL CONGRESO NACIONAL, 
1978·2002 

Año Número de Total de % de 
mujeres diputados mujeres 

1978·79 O 69 O 

1984 3 71 4,22 
1988 5 71 7,04 
1990 5 72 6,97 
1992 4 77 5,19 
1994 7 72 9,72 
1996 5 82 6.09 

1998 16 121 13,22 
2002 17 100 17,00 

Fuente y elaboración: Herrera, Gioconda y Maria Cristina Carrillo. Las Mujeres en los Partidos Políticos en el Ecuador. 

HAGO, 2004, p. 26. 

Desde el año 1998 -en que se aplicó una cuota del 20%- el porcentaje de 
mujeres se duplicó en el Parlamento. En el período siguiente, a partir del 2002 
-en que la cuota electoral fue del 35%- el porcentaje de mujeres asciende a 
17%, superior al porcentaje global de representatividad de las mujeres parla­
mentarias en América Latina y.EI Caribe, que llega al 14% (Guzmán: 2003,23). 
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También el incremento se evidencia en los poderes locales, en las conce­
jalías municipales y consejerías provinciales: 

CUADRO 2: EVOLUCiÓN DE LA PARTICIPACiÓN DE LAS MUJERES COMO CONCEJALAS MUNICIPALES YCON­
CEjERAS PROVINCIALES. TOTAL NACIONAL (1988-2004) 

Concejalas municipales Consejeras Provinciales 
Año Número Total de % Número Total % 

de Mujeres Concejales Mujeres de Consejeros de Consejeros Mujeres 
1988 69 1076 6.41 O 151 O 
1996 67 817 8.20 5 79 6.32 
2000 266 887 30.00 16 89 18.00 
2002 148 677 22.00 1I 67 16.41 
2004 285 919 31.00 29 91 31.87 

Fuente y elaboración: 1998-2002: Herrera, Gioconda y lIaria Cristina Carrillo. Las lIujeres en 105 Partidos Políticos en 
el Ecuador. HAGO, 2004. 

Procesos electorales con cuota: problematizando los resultados 
cuantitativos 

Como explicamos antes, la cuota electoral de mujeres se aprobó en 1997, 
por lo que, su primera aplicación se dio para la elección de miembros de la 
Asamblea Constituyente. En ese entonces, con una cuota del 20% se postu­
laron 191 mujeres sobre 908 candidatos, o sea el 21 % (Vega, 1998: 29) y fue­

ron electas 7 mujeres entre 70 escaños, es decir el 10%. 

La introducción de la cuota electoral, tal como rige actualmente en la Ley 
Orgánica de Elecciones reformada en febrero del año 2000, se aplicó a partir 
del proceso electoral de ese año, 

Un primer aspecto que llama la atención es que, desde el año 2000, se 
han superado las cuotas de candidaturas establecidas. En el 2000, hubo 36.4% 
de candidatas a consejeras,42.4% de candidatas a concejalas y 37.9% candi­
datas a miembros de lasJuntas Parroquiales, cuando la cuota vigente era del 
30% (Quintero, 2002:92) 22. En el 2002, hubo 42.47% de candidatas prin­
cipales a diputadas provinciales, 40.82% de candidatas a consejeras y 39.54% 
de candidatas a concejalas, cuando la cuota era del 35% (TSE-ClDE; 2002, 
10). En el 2004, se postularon 47.6% de candidatas a concejalas, 44% a con­
sejeras y 43.24% a juntas parroquiales, cuando la cuota vigente era del 40%. 
(F. Equidad y Desarrollo). 
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Este hecho puede explicarse, porque si bien está establecida una cuota, ésta 
se calcula de distinta manera de acuerdo al número de dignidades a elegirse. 
Así por ejemplo, en el proceso electoral del 2004, en aquellas circunscripcio­
nes pequeñas donde se elegían 3 dignidades debía haber al menos una mujer 
candidata, es decir el porcentaje llegaba a menos del 40%, que fue la cuota 
vigente para ese proceso, igual que en donde el número de candidatos a elegir 
era 6 debían ser al menos 2 mujeres (33%) o si eran 8 o 9 debía elegirse al 
menos 3 (38% Y 33% respectivamente). En cambio donde se elegían 4 o 5, el 
porcentaje fue superior o igual al 40%, porque se debían elegir al menos 2 
mujeres (50% y 40% respectivamente). 

También podría pensarse, por otra parte, que hay voluntad de las mujeres 
por participar y hay capacidad de los partidos por captar candidatas mujeres, 
aún por encima de la cuota establecida, lo que quita evidencia a la dificultad 
que dicen enfrentar los partidos para cumplir con la cuota electoral femenina. 

CUADRO 3: MUJERES POSTUlADAS COMO CANDIDATAS. TOTAL NACIONAL (2000-2004) 

Procesos electorales Cuota vigente Concejalas Municipales Consejeras Provinciales Diputadas 
2000 30% 42.40% 36.40% No se eligió 
2002 35% 39.54% 40.82% 42.47% 
2004 40% 47.60% 44.00% No se eligió 

Fuente: Rafael Quintero (2000). m (2002). F. Equidad yDesarrollo (2004). Elaboración: Autora 

Analizando los resultados de las elecciones, se tiene que en el 2000, fueron 
electas un 18% de consejeras, un 30% de concejalas y un 24.5% de miembros 
de juntas parroquiales", Estos resultados indican que un 7.3% de candidatas a 
consejeras, un 12.5% de candidatas a concejalas y un 19.8% de candidatas a 
juntas parroquiales, recibieron la preferencia del electorado. 

En las elecciones del 2002, fueron electas un 16.33% de consejeras, un 
22% de concejalas y un 23.26% de diputadas, en los casos en que se aplicó 
la cuota electoral, es decir, menos mujeres que en el 2000 a las dignidades 
seccionales." Hubo provincias donde se elegían solamente dos puestos y no 
se aplicó la cuota. En esos casos, se eligieron 16.67% de mujeres consejeras, 
23.53% de concejalas y ninguna diputada. Salvo el caso de las diputaciones, 

23 Por primera vez en el Ecuador. '" eligieron 1'11 el año 2000 con votación universal a 10' miembros de 
786 Junta, Parroquiales rurales. Fueron clectav 963 mujen-, sobre 3.930 miembros. 

2-1 En las cleccionev del 2000 no se eligieron diputadas, pue, \l' elige esta dignidad cada cuatro .Iñm. 
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se observa un porcentaje levemente mayor de mujeres electas a dignidades sec­
cionales en estas provincias donde no estuvo vigente la cuota, porque es obvio 
que la cuota no actúa sola, sino en conjunción con otros factores de inciden­
cia en los procesos electorales." En el proceso de 2004, se eligieron un 31% 
de mujeres concejalas y un 31 .8% de mujeres consejeras provinciales." 

La baja de mujeres electas en el proceso electoral intermedio del año 

2002, en ambas dignidades seccionales, podría explicarse porque en él se eli­
gieron minorías de concejales y consejeros, por lo que hubo menos escalios a 
repartir. "La experiencia reciente demuestra que un mayor número de esca­
ños por distrito favorece, sin lugar a dudas, la representación femenina. En este 
sentido, cuánto más grande sea la magnitud del distrito, mayor proporciona­
lidad se obtendrá y.por tanto, mayores serán las probabilidades de que un par­
tido consiga un número mayor de escaños en una circunscripción. Con cir­
cunscripciones pequeñas se reduce drásticamente la efectividad del sistema de 
cuotas" (Bou, 2003:S). También podría explicarse porque en la elección del 
año 2000 hubo un menor porcentaje de mujeres candidatas ubicadas en los 
tres primeros puestos de listas, como se refleja en el Cuadro 4, lo que podría 
haber incidido en una menor oportunidad de resultar electas. 

En el año 2004, que comparativamente es el mismo tipo de proceso elec­
toral del año 2000, el porcentaje de concejalas electas es igual al del año 2000 
(30%), pero crece significativamente el porcentaje de consejeras provinciales 
electas, que llega al 31 .87% frente al 18% del mio 2000. En el 2004, varió el sis­
tema de asignación de escalios, bajo el denominado método "lrnpcriali":" que 
favoreció a los partidos políticos más votados, lo que podría haber beneficiado 
a la elección de un mayor número de mujeres, puesto que, en un sistema pro­
porcional, la asignación de escalios es más distribuida entre listas y, generalmen­
te son electos los candidatos que se ubican en los puestos principales de éstas. 
Dado que las mujeres generalmente no ocupan esos puestos principales, tienen 
menos opción de ser elegidas bajo el método de proporcionalidad. 2M 

25 En América Latina. NicJrJ~'\I.I. que no tiene vigente una cuota electoral par.1 mujerev, ocupa el tercer 
lugar en número de diputadav (20.7%). después de Costa Rica y Argcntina. 

26 Hasta la fecha de cierre de este artículo el TSE 110 publicaba aún 1m resultados electorales de Junta, 
PJrrotluiales. 

27 En lov proceso, electorales anteriores estuvo vigente el ,¡,ICIl1Jde ~ lonr, quc establecía divisores amplios 
'Iue posibilitan un reparto de e,calio, con mayor proporcionalidad entre listav,El método lmperiali, en 
cambio, c-rablccc divisorev má, pequeños, lo que redunda en una asignación de escaños que favorece a 
la, lista' más votadas. en perjuicio de la proporcionalidad de IJ rcprcscuración. 

2H E~tJ hipótesis debe ver confirmada con un anjli,i, má, pormenorizado de 10\ rcsulradov electorales. 
haciendo el ejercicio de calcular el reparto de escaño. con los do, métodos. 
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María Fernanda Cañete ha demostrado que la ubicación de las mujeres en 
los tres primeros puestos de las listas resulta definitiva para garantizar su posi­
bilidad de elección, ya que la mayor parte de mujeres electas desde 1998 han 
provenido de esas ubicaciones. Esto muestra la preeminencia del voto en plan­
cha que rige en el Ecuador. 

CUADRO 4: RELACiÓN DE MUJERES ELEaAS CON SU UBICACiÓN EN LAS LISTAS, 1998·2002. 

Proceso (uota % de mujeres candidatas ubicadas % de mujeres candidatas ubicadas 
en los tres primeros puestos de listas en los tres primeros puestos de listas 

1998 20% 64.79% 75.35% 
2000 30% 53.61% 85.14% 
2002 35% 75.29% 93.99% 

Fuente: Cañete, "F: junio 2004: 5 ("imeo). Elaboración: Autora 

Los datos del cuadro nos muestran que la ubicación de mujeres candida­
tas en los tres primeros puestos de las listas ha sido superior al 50% en todos 
los procesos electorales, incluso en el de 1998 cuando no estaba vigente la 
norma de la alternabilidad y la secuencia. El cuadro revela con elocuencia la 
efectividad de la elección en relación con esa mejor ubicación, pues, más de 
las tres cuartas partes de las mujeres electas provienen de ese tramo de la lista, 
llegando casi a la totalidad en el proceso electoral del 2002. 

Comparando a los hombres y mujeres postulados como candidatos y elec­
tos en los comicios del año 2004 se observa que, salvo el caso de las 
Prefecturas, en todas las demás dignidades existe una mayor proporción de 
hombres electos en relación con el porcentaje de postulados. Habría que inda­
gar si este resultado se explica por una mayor preferencia electoral por los 
hombres o deviene directamente de su mejor ubicación en las listas. Parece ser 
este último aspecto el determinante, puesto que el voto personalizado es toda­
vía minoritario en el comportamiento electoral ecuatoriano y, como veremos 
más adelante, se ha expresado más bien en un sentido favorable a las mujeres. 

En el Ecuador, la mayoría de votos se consignan por listas cerradas, pero 
no deja de haber un pequeño margen de votos que obedecen a la selección 
individual, y que, al menos en el último proceso electoral, evidenció una pre­
ferencia del electorado femenino por candidatas mujeres que pudieron sor­
tear la ubicación en las listas y colocarse como electas por encima de sus 
colegas hombres. 
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CUADRO 5: PROPORCiÓN DE HOMBRES Y MUJERES ELECTOS/AS EN RElACiÓN CON EL PORCENTAJE DE 
CANDIDATURAS. ELECCIONES 2004 

Sexo Prefectos Alcaldes Concejales Consejeros 
Cand % Eleet % Cand % Eleet % Cand % Eleet % Cand % Eleet % 

Hombres 118 90.7 18 81.8 1124 89.1 206 94 3250 52.4 634 68.9 395 55.9 62 68.1 
Mujeres 12 9.23 4 18.8 137 10.8 13 5.9 2952 47.6 285 31.1 311 44 29 31.8 
Total 130 100 22 100 1261 100 219 100 6202 100 919* 100 706 100 91 100 

Fuente: Fundación Equidad y Desarrollo. Elaboración: Autora 
*Existe un desfase en la fuente consultada respecto al resultado de concejales electos que deben ser 893. Sin embargo, dada la 
notable brecha entre hombres y mujeres electos para esa dignidad, el desfase no altera la tendencia que muestra el cuadro. 

En efecto, en el proceso de 2004, una candidata ubicada en el último pues­
to de su lista,se ubicó quinta y ganó un escaño como concejala de Quito." Otra 
candidata, de otra lista, ubicada tercera, llegó como primera y también ganó un 
escaño en el Concejo Municipal de Quito." En las consejerías provinciales, una 
candidata ubicada tercera en su lista, llegó primera y ganó un escaño en el 
Consejo provincial de Pichincha"; otra candidata ubicada segunda en su lista de 
consejera del Guayas, se ubicó con la más alta votación de la provincia", 

En todos estos casos, existió entre un 2 y 3% de votos de mujeres que 
exceden a los votos válidos femeninos de las respectivas circunscripciones, por 
lo que es evidente una mayor preferencia de mujeres por mujeres, haciendo 
uso del sistema electoral personalizado, de listas abiertas. 

Este hecho, pone en entredicho una afirmación de algunos autores/as 
citados por Bou, en el sentido de que "las listas abiertas y desbloqueadas, 
acentúan el protagonismo de determinados líderes ya consolidados y presen­
tes en la arena política, en detrimento de las mujeres recién llegadas. Por el 
contrario, las listas cerradas y bloqueadas, siempre y cuando existan disposi­
ciones que aseguren una distribución coherente por razón de género, favo­
rece la inclusión de las mujeres" (Bou: 2003, 4). 

En los casos referidos del proceso electoral del 2004, dos de las candida­
tas electas en forma preferencial eran mujeres conocidas: una por haber sido 
ya concejala y otra por ser presentadora de televisión. Las otras dos mujeres, 
en cambio, eran desconocidas en la arena política, por tratarse de su prime­
ra participación electoral, y sin embargo obtuvieron triunfos, por encima de 

2'.1 Patricia Ruiz, de la Izquierda Democrática.
 
30 Luz Elena Coloma, de la alianza Movimicmo Quito cn Acción-Partido Socialisra-Frcnre Amplio.
 
31 Ximena Toro, de la alianza Movimicmo Quito cn Acción-Partido Socialista-Frente Amplio.
 
32 Soledad Diab, del Partido Social Cristiano,
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sus colegas hombres, en algunos casos más conocidos que ellas. Esto nos hace 
pensar, que el voto preferencial de mujeres por mujeres, si bien no alcanza 
índices mayoritanos.P se expresó como reacción al desacato de los partidos 
de la alternabilidad y secuencialidad de hombres y mujeres, que fue inob­
servada por el Tribunal Supremo Electoral al entregar a los partidos la potes­
tad de interpretación de esta norma. 34 

De hecho, la lucha por la aplicación de la alternancia y secuencialidad, 
trascendió en los medios de comunicación colectiva, en los meses previos al 
proceso electoral. Según el reporte de cobertura informativa del equipo de 
comunicación de la Comisión por los Derechos Políticos de las Mujeres, en 
julio y agosto del 2004, hubo 80 minutos dedicados por los canales de tele­
visión a difundir las posiciones de las mujeres, sea mediante entrevistas y 
reportajes; 123 minutos, dedicados por las radiodifusoras y 15 páginas de 
periódicos en Quito y Guayaquil. Según información de mujeres de otras 
ciudades del país, los medios de comunicación dieron una amplia cobertura 
a sus acciones de veeduría e impugnación de listas. La tónica de la comuni­
cación difundida fue más bien positiva, es decir se dio espacio para la expre­
sión de la posición de las organizaciones de mujeres, aunque los medios de 
comunicación no tomaran posición abiertamente, salvo el caso de algunos/as 
periodistas prestigiosos. Sin embargo, el tema de la cuota electoral de las 
mujeres, fue el menos tratado por los medios de comunicación en compara­
ción con la polémica surgida en torno al método de distribución de escaños 
y la aplicación de la ley de gasto electoral, dos aspectos que cruzaron las dis­
cusiones durante el reciente proceso electoral. 

El contraste en las elecciones unipersonales 

La postulación de mujeres a las funciones de Alcaldías y Prefecturas con­
trasta notablemente con la participación en listas pluripersonales. En forma 
"espontánea" sin mediar la cuota electoral, el incremento de participación 
femenina en candidaturas unipersonales locales y provinciales es de 3% y 1% 
respectivamente, lo que haría necesarios 52 años para lograr la igualdad entre 
hombres y mujeres que se postulen a alcaldes y 164 años para lograrla en la pos­
tulación de prefectos, al ritmo de crecimiento observado en este cuatrienio. 

33 El 2 o 3% de diferencia de la votación femenina preferencial en las jurisdicciones mencionadas repre­
sentaba alrededor de 3000 VOIOS. 

34 Ya ames, en el proceso electoral del aúo 2002, se constató también que. en lodos los casos de binomios 
presidenciales que incorporaron presencia de mujeres, obtuvieron una ma)'or proporción de electora­
do femenino. Por ejemplo. el binomio de lvonne Juez y Cesar Frixone. obtuvo el 66% de VOlOS de 
mujeres frente al 3-1%de ,'OIOS de varones; el binomio de León Roldós y Dolores Padilla OblUVO el 56% 
de velos de mujeres frente al +,% de "OIOS de hombres. entre OITO) casos. (FLACSO. 200-1; -16). 
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CUADRO 6: MUJERES POSTULADAS Y ElECTAS AALCALDESAS Y PREFECTAS. 2000-2004 

Dignidades Elecciones 2000 Elecciones 2004 
Candidatas Electas Candidatas Electas 

Mujer Total % Mujer Total % Mujer Total % Mujer Total % 

Alcaldes 80 1000 8% 6 215 2.8% 136 1261 11% 13 219 6% 
Prefectos 8 102 8% O 22 O 11 126 9% 4 22 18% 

Fuente: Rafael Quintero (2000). m (2004). Elaboración: Autora 

El incremento de mujeres electas para las dignidades locales y provinciales 
aumenta significativamente en términos relativos entre las dos elecciones: se 
duplica el número de alcaldesas y se cuadruplica el de prcfectas. Sin embargo, 
en términos absolutos, la presencia de mujeres continúa siendo muy pequeña 
en las dignidades unipersonales. 

CUADRO 7: CCONTRASU DE PARI'lCIPACIÓN FEMENINA EN DIGNIDADES PLURIPERSONAlES y UNIPERSONALES 
CON Y SIN LA CUOTA ELECTORAL (2000-2004) 

Elecciones Mujeres Candidatas Mujeres Electas 
% Mujer % Mujer % Mujer % Mujer % Mujer % Mujer % Mujer % Mujer 

Alcaldesas Concejalas Prefectas Consejeras Alcaldesas Concejalas Prefectas Consejeras 
2000 8 42.40 8 36.40 2.8 30 O 18.00 
2004 11 47.60 9 44.00 6 31 18 31.87 

Fuente: Rafael Quintero (2000). TSE (2004). Elaboración: Autora 

La cuota electoral más allá del número 

Nos interesa reflexionar aquí, por una parte sobre la cuota electoral de 
las mujeres en el contexto del sistema político democrático ecuatoriano, 
tanto desde el punto de vista de cómo éste influye en la vigencia de la cuota 
como en relación a los potenciales cambios quc ella puede generar en las 
prácticas y culturas democráticas. Nos interesa señalar, por otra parte, algu­
nas líneas de análisis sobre la incidencia y transformación del sistema de 
género que puede asociarse a la incursión generalizada de las mujeres en la 
política pública:'; 

35 M" baso par.1 "'1" acápitc "11 lov h.lllazgm de invc-tigaciones realizada-, por CEDIME )' FLACSo. 
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La cuota electoral en el sistema político ecuatoriano 

Gioconda Herrera, tomando los estudios realizados sobre el sistema políti­
co ecuatoriano, menciona algunas de sus características fundamentales: "su frag­
mentación, su carácter regional, la débil institucionalidad; prácticas c1ientelares 
y corporativas presentes en la gran mayoría de los partidos; la auto reproduc­
ción de las elites políticas y la desconfianza ciudadana" (FLACSO, 2004: 8). 

La fragmentación hace alusión a la diversidad de los numerosos partidos 
existentes en el Ecuador, algunos de ellos con efimeros periodos de existencia 
y otros más estables, que impide la consolidación de alianzas y bloques políti­
cos más sólidos y duraderos. A esta fragmentación se une el carácter regional 
de los partidos políticos, unos con mayor peso en la costa y otros en la sierra 
y prácticamente ninguno con representatividad nacional. La incidencia de este 
hecho sobre la participación política de las mujeres es que potencia la presen­
cia de mujeres pertenecientes a los partidos más votados con un peso regional 
centrado en la costa y con un signo ideológico ubicado en el centro y la dere­
cha. Es decir, la presencia política de mujeres se inscribe en el panorama polí­
tico existente y no puede por sí misma alterarlo en lo más mínimo. 

Ciertamente, el cuadro muestra la presencia de mujeres en un relativamente 
largo periodo de tiempo (20 años), en el que ha variado la proporcionalidad de 
representación regional de diputados y en el que han variado también los matices 
ideológicos de los partidos políticos; especialmente los que hemos ubicado en el 
centro político, han tenido, a lo largo de este periodo, un comportamiento más ape­
gado a la derecha o a la izquierda, conforme los vaivenes políticos coyunturales. 

Si este mismo cuadro lo repetimos exclusivamente para el actual perio­
do parlamentario, tendríamos la presencia de mujeres diputadas de sólo las 
dos regiones más pobladas del país, con un leve predominio de la costa, per­
tenecientes a siete de los nueve partidos con representación parlamentaria 
actual, principalmente del centro político. 

Los partidos de mayor influencia electoral en la costa (pSC y PRE) no con­
templan en sus estatutos ningún criterio específico de promoción de la partici­
pación de las mujeres (FLACSO, 2004: 31). Es más, militantes del Partido Social 
Cristiano consideran que "no necesitan medidas especiales porque sus mujeres 
están participando en igualdad de condiciones'F". Por efecto de la obligatorie­
dad introducida por la cuota electoral de mujeres, han tenido que incluirlas y hoy 
representan el mayor porcentaje de mujeres en el Congreso Nacional. 

3(, Información proporcionada por Gioconda Herrera. 
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CUADRO 8: DIPUTADAS POR PARTIDOS, REFIONES y SIGNO IDEOLÓGICO. 1984·2004. 

PARTlDOSCOSTA SIERRA AMAZONIA GALAPAGOS TOTAL TOTAL 
POLITICOS DER CEN IZQ DER CEN IZQ DER CEN IZQ DER CEN IZQ PARTIDOS IDEOLO 

SOCIAL 
CRISlIANO 7 10 DERECHA 
CONSERVADOR 
ECUATORIANO 2 2 
DEMOCRACIA 
POPULAR 4 8 CENTRO 
ROLDOSISTA 
ECUATORIANO 6 7 
IZQUIERDA 
DEMOCRATICA 2 6 
SOCIEDAD 
PATRIOTICA 
RENOVADOR 
INSTITUCIONAL 2 2 
RADICAL 
ALFARISTA 2 
SOCIALISTA 
ECUATORIANO 2 2 IZQUIERDA 
POPULAR 
DEMOCRATICO 2 
PACHAKUTlK I I 
TOTAL 7 14 5 9 4 O 2 O O O 43 
TOTAL 
POR 
REGIONES 22 18 2 43 

Fuente: Herrera, Gioconda y "aria Cristina Carrillo. Las "ujeres en los Partidos Políticos en el Ecuador: FLACSO, 2004 
(corregido), 2004, pp. 27-28. Elaboración: autora 

Los partidos con mayor influencia electoral en la sierra, contemplan 
algunas referencias a la promoción de la equidad de género" y en algunos 
de ellos, sus militantes mujeres están promoviendo acciones de ernpodera­
miento, pese a que, en términos numéricos tienen una presencia algo menor 
en la representación electoral. Es por eso que hablamos de la incidencia de 
la cuota más allá del número. 

37	 La Izquierda Democrática. inrrodujo en 1997 un artículo e-tatutario quc plantea el objetivo de 1.1 par­
ticipación "equivalente y alternada' en la, clcccionev inrcrnav y externas. El Movimiento Plurinacional 
Pachakutik establece una cuota del 40% de mujerc para la conformación de su Congre-o Nacional. La 
Democracia Popular reformó sus estarutov en el 2(0). estableciendo la garantía de "participación equi­
tativa de mujeres y hombres como candidatos en lo, procesos electivos". (FLACSO. 2004;49-50). 
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CUADRO 9: DIPUTADAS POR PARTIDOS. REGIONES YSIGNO IDEOLÓGICO (2002-2006)
 

PARTIDOS COSTA SIERRA 
pOLíTICOS DER CEN IZQ DER CEN IZQ 
SOCIAL 
CRISTIANO 4 
DEMOCRACIA 
POPULAR 
ROLDOSISTA 
ECUATORIANO 
IZQUIERDA 
DEMOCRATlCA 
SOCIEDAD 
PATRIOTlCA 
RENOVADOR 
INSTITUCIONAL 2 
SOCIALISTA 
ECUATORIANO 

TOTAL 
PARTIDOSIDEOLOGIA 

TOTAL 

DERECHA 
5 

CENTRO 
11 

4 

2 
IZQUIERDA 

I 
TOTAL 4 o 6 17 17 
TOTAL 
POR 
REGIONES 9 8 17 

Fuente: FLAesO, 2004: 28. Elaboración: autora 

Tomando como base al partido Democracia Popular, María Fernanda 
Cañete sostiene la hipótesis de que "la aplicación de la cuota electoral está 
incidiendo, particularmente en determinados partidos, en la constitución de 
una dinámica que tiende a modificar la situación interna de sus militantes 
femeninas (sic), tanto con respecto a su propio rol como al de sus agrupa­
ciones. Las mujeres han debido asumir e insertarse con mayor intensidad en 
la dinámica del poder debido a la competencia en la cual ahora se encuen­
tran para convertirse en elegibles, lo cual pasa por tener mayor participación 
en las funciones de su organización y ocupar puestos internos considerados 
claves" (Cañete, 2004 (1): 3-4) 

En efecto, Cañete identifica un cambio en la autoimagen de las militan­
tes partidistas que hoy, por efecto de la cuota, están concientes de su posibi­
lidad de terciar como candidatas, cuestión que hasta hace pocos alias, estaba 
fuera de sus horizontes. Ello ha provocado, según la autora, un cambio acti­
tudinal de las mujeres dentro de los partidos, que se plasma en su interés por 
entrar al juego político, disputando espacios de dirección, asumiendo la res­
ponsabilidad de estar informadas y de formarse políticamente e involucrarse 
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en las reuniones partidarias. De hecho, en la Democracia Popular, cuatro de 
sus siete máximos dirigentes nacionales son mujeres" y han desarrollado 
estrategias como la captación de la Secretaría de Capacitación o la realiza­
ción de Congresos de mujeres previos a la reunión de asambleas generales 
del partido, para potenciar una participación más cualificada y con concien­
cia de género en los espacios mixtos. 

La pregunta que cabe es si esta experiencia de un partido político es 
generalizable y podría expresar una tendencia que se estuviera incubando a 
nivel general, o por lo menos de varios otros partidos. Podría ser que la cri ­
sis del Partido Democracia Popular tras el derrocamiento del Presidente 
Mahuad, afiliado suyo, en el año 2000, creó un vacío que posibilitó una 
mayor presencia de las mujeres. 

Según la misma autora, en otro artículo, muestra que la tendencia gene­
ral, hoy vigente, es la incorporación inorgánica de candidatas para cumplir 
con la norma de la cuota electoral. Los partidos proponen a último momen­
to, a mujeres populares o conocidas (reinas de belleza, presentadoras de tele­
visión, artistas o mujeres que han logrado representatividad pública fuera del 
partido), de igual forma que lo hacen con algunos hombres (deportistas 
famosos o periodistas conocidos). Generalmente vinculan a mujeres parien­
tes o amigas de los líderes principales y reposa en ellos la decisión de su ubi­
cación, con criterios poco explícitos. (Cañete, 2004 (2). 

Aquellas mujeres -y hombres- se mantienen por lo general, al margen de 
la vida partidaria, que, por otra parte, se activa casi exclusivamente en los perio­
dos electorales, evitando "la puesta en marcha de estrategias para potenciar 
políticamente a las militantes de los partidos" (62) y más bien, en muchos 
casos, generan resistencias de éstas que se sienten desplazadas por candidatas 
consideradas por ellas como "advenedizas"." 

Este proceder de los partidos se inscribe en las características del sistema 
político que se mencionaron antes; se trata de estructuras con poca institu­
cionalización donde "los procesos de intercambio y de negociación política 
tienden a ocurrir fuera de las instituciones propias del sistema político" y 

38	 Es de anotar que, algunas de ellas han sido miembros activos de la Coordinadora Política de Mujeres, 
organización del movimiento de mujeres comprometida con el impulso de sus derechos políticos. 

39	 ..Entre las militantes parece estarse propiciando la tendencia a unirse con la finalidad de bloquear el paso 
de mujeres que, sin pertenecer a su agrupación ni haber trabajado por ella. pretenden incursionar dircc­
tamcnre como candidatas al amparo de uno o varios dirigentes.... Entre las militantes empieza a predo­
minar la lógica de la defensa de su derecho a ser postuladas como reconocimiento de sus aportes y capa­
cidades" (Cañete. 2004 (1): 11-12). 
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donde "las prácticas clientelares y corporativas, hacen que los sectores ciuda­
danos accedan al estado no a través del juego de la representación política 
sino a través de canales corporativos que privilegian a los que tienen poder" 
(FLACSO, 2004: 10). En ese escenario, las mujeres -como otros grupos 
excluidos- tienen la desventaja de estar fuera de los circuitos de toma de 
decisiones, por lo que su incorporación como candidatas, en ciertos casos, 
suele estar al margen de consideraciones de calidad de las/os postulantes. 
Priman criterios como la popularidad, la capacidad de aporte financiero a las 
campañas más que la preparación e idoneidad ética de las personas. De allí 
que, es totalmente deleznable la "crítica" que algunos sectores políticos hacen 
a la utilidad de la cuota electoral señalando que se potencia la presencia de 
mujeres que no realizan ningún aporte a la política, o que, en el peor de los 
casos, se inscriben en las corruptelas y vicios de la política tradicional. Este 
hecho, -igual para los hombres como para las mujeres- no es atribuible a la 
cuota, sino a las debilidades del sistema político ecuatoriano; por lo que, "ser 
hombre o ser mujer no hace al buen político/a, al patriota servidor/a públi­
co, y se hace mal en cuestionar la cuota electoral a cuenta de pedirle lo que 
no puede dar" (Vega, 2004 (2): 17). 

Podríamos señalar que la tendencia de la cuota electoral de mujeres sí 
parecería potenciar una democratización de los partidos políticos en aquellos 
casos en que exista de parte de las mujeres candidatas una adscripción más 
orgánica a los partidos que las postulan y un trabajo de articulación interna 
entre las mujeres militantes y las mujeres electas. El tipo de acciones que ellas 
llevarían adelante apuntan a modernizar las estructuras partidarias, institucio­
nalizando ciertas prácticas democráticas en la capacitación y formación de 
cuadros políticos, en los procedimientos de designación de dirigencias y can­
didaturas'", entre otros aspectos, que no sólo beneficiarían a las mujeres en 
particular, sino a otros grupos excluidos de la acción política pública. Existe 
la percepción de que se está produciendo "un cambio de brújula de los núcle­
os y frentes femeninos, de una actitud más apegada a lo social, lo festivo y lo 
cultural, se pasa a reflexionar sobre la participación, sobre las líneas del parti­
da. Hay un paso de la rifa a los derechos" (FLACSO, 2004: 55). 

Depende, por otra parte, de la voluntad de los partidos políticos de asumir 
los retos de su democratización, administrando la obligación de la cuota impues­
ta desde fuera a favor de cambios internos que mucha falta les hace. Quizás uno 

40	 Un aspecto que resaltan las mujeres militantes de la Democracia Popular como favorable para la inclu­
sión de mujeres "probadas" en candidaturas partidarias es la descentralización en la designación de can­
didaturas '1uc ha promovido su partido a raíz de una reforma interna, pues es más fácil negociar con las 
dirigencias provinciales, que, por lo general, son más accesibles <)ue la dirigcncia nacional. a la promo­
ción de nuevas figuras (FLACSO. 2004: 47). 
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de los mecanismos que aceleraría este proceso sería la inclusión de una reforma 
legal en la ley de partidos que los obligue al establecimiento de una cuota inter­
na de mujeres en los puestos de dirección partidaria. Por otra parte, el movi­
miento de mujeres podría también jugar un papel importante si se plantea ejer­
cer una influencia social externa para la selección de mujeres que se ajusten a un 
perfil deseable de una "nueva política". En algunas provincias donde se ha inten­
tado esto por la vía de ofrecer a los partidos capacitación política para sus mili­
tantes mujeres, la experiencia de las organizaciones de mujeres ha sido un tanto 
desalentadora pues a la hora de escoger las candidatas, generalmente los partidos 
han postulado a otras mujeres, dejando de lado a aquellas más formadas y que 
han trabado lazos de relación con el movimiento de mujeres. Como ya mencio­
namos antes, priman los criterios de popularidad de las candidatas, y aunque 
"pueden asumir durante la campaña el discurso de género, cuando ganan un 
espacio, lo archivan y olvidan, volviéndose muy dificil mantener una relación 
consistente entre movimiento y mujeres políticas electas"." 

Entre la representatividad y la representación política 

Experiencias como la indicada han creado en el seno del movimiento un 
cierto escepticismo sobre la utilidad de la cuota electoral de mujeres, cuestio­
nando el hecho de que las que resultan electas "no representan los intereses de 
las mujeres" cuando es común la expectativa de que las diputadas, concejalas o 
consejeras se comprometan con la agenda del movimiento de mujeres. Sin 
embargo, actores diferentes a las mujeres organizadas, aspiran poder votar por 
mujeres esperando que ellas respondan a intereses más generales que las de su 
propio género. Este dilema entre representación general y representatividad de 
género es el que buscamos problernatizar en este acápite. 

Veamos primero, desde un acercamiento más empírico, ¿cuáles son las áreas 
de intervención de las mujeres que incursionan en política, para inferir de ello 
el tipo de intereses que defienden en sus iniciativas? 

Parece existir en las propias mujeres y en los políticos varones la idea de que 
las áreas que obligatoriamente se deben asignar a las mujeres electas son las socia­
les y aquellas vinculadas "a los niños y la familia", áreas de las que ellos se auto­
excluyen por considerarlas de menor importancia. Estudios realizados en otros 
países muestran patrones diferentes de actividad política de mujeres parlamenta­
rias." En Perú, Eliana Villar encontró que las diputadas que ejercieron sus 

41 Opinión expresada por Nívea Vélez. dirigente de la Red de Mojcres de Loja.
 

.f2 Son todavía escasos los estudios sobre el accionar político de las mujeres en los espacios locales.
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funciones entre 1980 y 1990 -antes de la vigencia de la cuota electoral- par­
ticiparon en comisiones e impulsaron proyectos de ley en "temas que se ajus­
tan a los roles tradicionales de las mujeres, aquellos ligados a la familia, la 
esfera reproductiva y los servicios a la comunidad; no así a las comisiones 
destinadas a las esferas productivas. También es interesante constatar su pre­
sencia en aquellas ligadas a la moral pública, lo que parece confirmar la con­
vicción de otros estudios sobre la preocupación de las mujeres por la ética. 
Finalmente, se ha evidenciado una creciente preocupación de las mujeres por 
las comisiones ligadas a cuestiones ecológicas, conservación del medio 
ambiente. A través de ellas se consolida la preocupación de las mujeres por la 
vida, mediante el cuidado del entorno" (Villar, 1994: 97). 

En cambio, en Argentina, según el estudio de Nélida Archenti, "las dipu­
tadas electas no orientaron principalmente su actividad legislativa a proyectos 
vinculados a la defensa de intereses femeninos, legislaron en relación a todos 
los aspectos de la vida nacional. Durante el periodo 1993-1997, el número de 
firmas de legisladoras en proyectos con contenido de género es sustancialmen­
te menor que en proyectos no referidos específicamente a mujeres, y hubo 
algunas diputadas que no auspiciaron ninguna iniciativa relacionada con muje­
res. No obstante, "entre 1993 y 1997, primer periodo legislativo con vigencia 
de la cuota, las diputadas presentaron 323 proyectos con contenidos de géne­
ro referidos a diversos temas" (Archenti, 2003: 8-9). 

En el caso ecuatoriano, según la información proporcionada por el estudio 
de FLACSO, las pocas diputadas que actuaron en los años en que no estuvo 
vigente la cuota electoral, tuvieron participación en las comisiones de presu­
puesto y de lo económico, en la de lo civil y penal, en la de lo laboral y social 
y en la de gestión pública y seccional que tuvo un importante rol en la apro­
bación del marco legal de la descentralización. En el primer periodo de vigen­
cia de la cuota, la presencia de mujeres se ubicó en las comisiones de gestión 
pública, en la de descentralización, de asuntos internacionales y defensa nacio­
nal, en la de la mujer, el niño, la juventud y la familia, en la de salud y medio 
ambiente, en la de educación, cultura y deportes, en la de asuntos indígenas y 
en la de desarrollo urbano. En el último periodo, han participado en las comi­
siones de asuntos amazónicos y desarrollo fronterizo, en la de asuntos constitu­
cionales, asuntos internacionales y defensa nacional, en la de lo civil y penal, de 
lo laboral y social, en la de derechos humanos, desarrollo urbano y vivienda, 
descentralización, educación, cultura y deporte, fiscalización, gestión pública y 
seguridad y en la de la mujer, el niño y la familia.f 

-13 No existe en el Ecuador un estudio lJuc de cuenta de 1:15 iniciativas legislativas de 13S mujere.. diputadas. 

197 



Interpretando esta información, podría decirse que, en la etapa precuota, 
se impuso el perfil profesional personal de las pocas diputadas en comisiones 
de importancia macro económico y social. Con la inserción más numerosa de 
mujeres, se diversifica su participación en comisiones mayoritariamente referi­
das a temas sociales, en el primer periodo (1998-2002) y se evidencia un 
mayor equilibrio de temas en el segundo periodo (2002-2006), a tono con la 
ampliación del número de diputadas. Es probable que, la primera oleada de 
mujeres que llegaron al ejercicio de la diputación por efecto de la cuota elec­
toral, se hayan visto impelidas moralmente a asumir en primer lugar las reivin­
dicaciones de las mujeres y las de carácter social con prioridad a otras y que, a 
la vez, hayan sido orilladas a esos temas por sus colegas varones. 

De estos tres ejemplos reseñados podría establecerse una conclusión pro­
visional referida a que los campos de acción política de las mujeres diputadas 
varían por dos factores principales: la experiencia personal y el número de par­
ticipantes en una instancia política. De no mediar estos factores se impone la 
asignación de funciones tradicionales, que constituyen una extensión de los 
roles domésticos y de temas vinculados a su socialización femenina. Cuando 
hay mujeres individualmente destacadas en un campo profesional consiguen su 
ubicación en comisiones afines a ese perfil, incluso en aquellas consideradas 
"importantes" por los políticos varones": cuando son numerosas las mujeres 
que ejercen una función política, por fuerza se diversifica su presencia en 
varios temas. Cuando no ocurre ni lo uno ni lo otro, la presencia de mujeres 
tiende a ligarse con prioridad a los temas considerados tradicionalmente como 
de interés femenino. 

Desde un acercamiento más teórico, la disyuntiva que plantea la repre­
sentación y la representatividad de género nos remite a las nociones de ciu­
dadanía liberal y al cuestionamiento que puede hacerse a ella desde nocio­
nes de diferencia e identidad. 

En el pensamiento republicano, se supone que "al participar en la discu­
sión pública y en las decisiones colectivas, los ciudadanos trascienden sus 
vidas autointeresadas particulares...para adoptar un punto de vista gene­
ra!.. ..La ciudadanía es una expresión de la universalidad de la vida humana; 
es un dominio de racionalidad y libertad como algo opuesto al dominio de 
las necesidades, deseos e intereses particulares" (Young: 1996: 102). "Este ideal 
de ciudadanía universal conlleva al menos dos significados: ... a) la universa­

44	 En el caso ecuatoriano, las diputadas que ejercieron en el periodo previo a la vigencia de la cuota fueron 
dos economistas prestigiosas: Cecilia Calderón yTeresa Minuehe y mujeres con trayectorias políticas con­
solidadas: Floripa Mejía. Elsa Bucaram, María Eugenia Lima. Susana Gonzálcz, Monserrate Butiñá y 
Aracclly Moreno. 
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lidad definida como general en oposición a lo particular, es decir, lo que los 
ciudadanos/as tienen en común como antítesis de aquello en que difieren; y 
b) la universalidad en el sentido de leyes y reglas que enuncian lo mismo para 
todas las personas y que se aplican a todas de idéntica forma, o lo que es 10 
mismo, leyes y reglas ciegas a las diferencias individuales" (99). 

La incursión de las mujeres en el espacio político, reclamando la vigencia de 
uno de sus derechos: el ser elegidas y representar a otras ciudadanas y ciudada­
nos, podría contravenir este sentido histórico, si se afirma la necesidad de un ejer­
cicio de la igualdad política que no se traduzca en la exclusión de la diversidad 
y las diferencias y que permita construir un escenario democrático que amplíe 
los horizontes de sentido de la identidad y posibilite el ejercicio político de 
diversos conglomerados sociales. Podría suponer también otra interpelación a la 
noción liberal de ciudadanía, que se basa en el individuo como unidad central 
de la vida democrática defendiendo un individualismo abstracto si las mujeres, a 
través de su organización como movimiento social y su proyección como acto­
ras políticas, ejercieran su ciudadanía reconceptualizándola como ejercicio colec­
tivo, basado en las identidades -cambiantes y múltiples- de género. 

Esta incursión crítica de las mujeres en la arena política no ha madurado 
todavía en el Ecuador, tanto porque no se la ha problematizado teóricamen­
te entre las mujeres políticas y entre las organizaciones del movimiento de 
mujeres, como por las propias condiciones del sistema político que constitu­
ye el escenario de acción. 

Según Felipe Burbano, la lógica de la representación política liberal, basa­
da en un distanciamiento de los elegidos respecto de sus electores, en aras de 
superar el particularismo y constituir una "voluntad colectiva", un "interés 
general", no se aplica a sistemas políticos como el ecuatoriano, en el que, a su 
juicio, "la política no encarna ni crea valores colectivos.... sino que se convier­
te en la defensa de los intereses particulares de una variedad de grupos... ; las 
mujeres entran en un escenario de disputa de elites y en esa disputa, su lealtad 
se juega más con un partido y un caudillismo político que con su propia con­
dición de género.... Lucha de intereses, lucha de clases, lucha regional, lucha de 
partidos, lucha de liderazgos personales. Las mujeres no pueden escapar a este 
juego; quedan atrapadas en él". (Burbano de Lara: 2004:92). 

Este destino, aparentemente trágico, debería tener una alternativa que no 
condene a todos los hombres y mujeres que incursionan en política a reprodu­
cir los mecanismos perversos de una representación en el fondo antidemocráti­
ca. Archenti señala que "es en el encuentro entre la voluntad representativa y el 
reconocimiento del vínculo de representación donde se dan las condiciones para 
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la constitución de un sistema de representación que se caracterice por su plura­
lismo y por la coexistencia y el entrecruzamiento de intereses diversos" 
(Archenti, 2003: 13). O sea que, lo deseable sería que las mujeres políticas no 
abandonen su voluntad representativa de los intereses de las mujeres y reconoz­
can en ella el vínculo de su representación general, combinándola con las distin­
tas fuentes de identidad que las constituyen como sujetos políticos. No hay que 
olvidar sin embargo que "la representatividad es una construcción social" (5) y 
supone la interlocución desde dentro y fuera del sistema político formal, entre 
las mujeres políticas y el movimiento o grupos organizados de mujeres. 

El movimiento de mujeres ecuatoriano tiene la evidencia de que la arti­
culación entre la presión social agitacional y la alianza con legisladoras/es 
sensibles a los temas de género, constituye una fórmula exitosa para posicio­
nar los derechos de las mujeres y lograr su reconocimiento político. Leyes 
como la de violencia contra la mujer (1995), maternidad gratuita (1998) y 
de cuotas electorales (2000) fueron fruto de esa alianza y se hicieron posibles 
por el proceso de construcción social de representatividad de género, que en 
su momento fue asumido por las legisladoras en funciones. ~5 

Lamentablemente hoy, cuando el número de parlamentarias ha crecido, ha 
sido dificil sostener este proceso, tanto por el reflujo que se observa en el 
movimiento social de mujeres, como por el distanciamiento conciente que 
una parte de organizaciones han interpuesto con el estado, para marcar con­
trastes con la estrategia predominante en la década del noventa. 

Para l3urbano, el problema para salir del entrampamiento de la represen­
tación "es cómo volver a conectar esta presencia de las mujeres en la políti­
ca de la representación con una agenda feminista; cómo acompañar la con­
quista y redefinición de los espacios ciudadanos, públicos, con una política 
de la diferencia que siga deconstruyendo las formas hegemónicas de la polí­
tica que condenan a las mujeres a mayor pobreza, desempleo y 
violencia.... Este es el gran reto de la política contemporánea: no abandonar 
las particularidades, sino tratar de satisfacer esa diversidad de intereses desde 
formas más convenientes para todos" (93-94). 

El potencial democratizador de la cuota electoral de mujeres no estaría 
entonces solamente ni principalmente en la apertura de puertas para el ejerci­
cio práctico de la "igualdad" política, sino en la posibilidad que esta igual par­
ticipación crea para la exteriorización de las características de diferencia sexual 
y social de las ciudadanas y ciudadanos y el potencial critico de esta perspec­
tiva diferente respecto de la política hegemónica. 

45 R uth Moreno. Mónica Cevallos y AI11111Zi313 Valdcz, respectivamente. 
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En una época de vibrante eclosión de identidades, es un imperativo redefinir 
las nociones de ciudadanía, como lo pretende el feminismo, para dar cabida a 
esa multiplicidad social que interpela las nociones universales construidas 
desde un paradigma único de politicidad de los hombres blancos y occidenta­
les. La cuota electoral de mujeres, ideada desde el paradigma de la "igualdad de 
oportunidades", podría paradójicamente contribuir a redefinir el concepto 
liberal de ciudadanía, si junto con el "acceso" al espacio masculino de la polí ­
tica, las mujeres políticas asumieran su representarividad de género intersectán­
dola con otras fuentes de representación. Será más dificil que lo hagan solas; 
se requiere espacios para la retroalimentación feminista de la práctica política 
y la presencia vigorosa de un movimiento social de mujeres que sostenga 
socialmente la agenda feminista. 

Cambios en el sistema de género 

La participación política de las mujeres no se da, ni mucho menos, en un 
lecho de rosas. Está plagada de dificultades, temores y tensiones que, en gran 
medida provienen de la lenta modificación -mucho más lenta que la incur­
sión en la política- de los sistemas de género prevalecientes en nuestra cul­
rura;" que son bien caracterizados por jutta Marx. 

La incursión de las mujeres en política se da, según esta autora, dentro de 
los patrones establecidos por la hegemonía masculina; la predominancia mas­
culina se traduce "en la vigencia de un código de conducta que a las muje­
res les resulta parcialmente desconocido, que se opone a la vez en gran medi­
da a sus propias escalas de valores y a las expectativas de roles sociales que les 
corresponden...Dicho código genera en muchas de ellas contradicciones y 
rechazo....El lenguaje y los horarios de la política y los mecanismos de la 
competencia se contraponen a las necesidades del contexto familiar que les 
fue encomendado a las mujeres; las cualidades tradicionales necesarias para 
participar en el juego del poder -agresividad, impulso de dominación, lograr 
imponer una postura-están excluidas en la socialización femenina y son acep­
tadas sólo para varones". (Marx: 126) 

Los hombres políticos actúan de manera hostil a través de actitudes como 
no escucharlas, no valorar sus aportes, ridiculizarlas y, al no haberse transforma­
do o redistribuido las obligaciones domésticas, las mujeres políticas están sorne­

-16	 Por sistema de género nos referimos a "los conjuntos de prácticas, símbolos. representaciones, normas 
y valores socialev tlue las sociedades elaboran a partir de 1.1 diferencia sexual anátomico-fisiológica y quc 
dan sentido a la satisfacción de los impulso, sexuales, a la reproducción de la especie humana y en gene­
ral, JI rclacionamícnto entre la, personas" (De Barbieri: 1992: I 1-1). 
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tidas a la presión de adecuarse a los códigos vigentes para ser aceptadas, y al 
mismo tiempo no dejar de ser "femeninas" y cumplir los roles que se esperan 
de ellas. La tensión entre el mundo doméstico y el público supone una sobre­
carga de trabajo para las mujeres, y un traslape entre uno y otro que genera sen­
timientos de extrañamiento con ambos espacios y sentimientos de culpa o insa­
tisfacción por no cumplir bien sus roles preasignados culturalmente. 

Los estudios sobre la participación política de las mujeres ecuatorianas, 
confirman esta realidad, a través de las percepciones y testimonios de las pro­
pias mujeres protagonistas, que señalan como obstáculos: el poco tiempo dis­
ponible para el quehacer político al continuar de responsables principales de 
sus hogares, el poco apoyo de sus familias, la imposibilidad de dejar de traba­
jar durante los periodos de campaña, la falta de dinero para afrontar campa­
ñas electorales, su falta de experiencia para desenvolverse en espacios políti­
cos y el temor de ser objeto de insultos y maltratos (Cañete, 2004 (2): 66). La 
deslegitimación social de la actividad política partidaria debido a las debilida­
des del sistema político ecuatoriano, adiciona otros elementos de recelo para 
incursionar en política, sumado a la sutil resistencia de los círculos masculinos 
a "ser invadidos" por mujeres ajenas a ellos (FLACSO, 2004: 49). 

De todos estos obstáculos, que en algún grado pueden estar presentes en otros 
actores políticos, la oposición del mundo público y privado -y las desigualdades 
que de ello se derivan- es el que caracteriza significativamente la experiencia polí­
tica de las mujeres. Ellas ven constreñida su participación política activa por sus 
ocupaciones domésticas y reproductivas que no las asumen los hombres. Desde 
las activas democracias griegas, los ciudadanos varones estaban liberados para la 
política gracias a la labor de las mujeres, los extranjeros y los esclavos. El espacio 
privado debía resolver los problemas emanados de "la necesidad" para hacer posi­
ble el ejercicio de "la libertad" en el espacio público. 

En los orígenes de la modernidad occidental, los argumentos que se esgri­
mieron para defender el derecho al sufragio femenino, cuando sus opositores 
decían que ellas no combaten por el reino, fue que las mujeres como "madres" 
cumplían una actividad tan vital para la nación como la guerra. Mientras los hom­
bres lograron su ciudadanía como soldados y trabajadores, las mujeres lo hicieron 
como madres, y por eso, desde sus orígenes, el pacto político que fundó la demo­
cracia, sancionó o legitimó la división sexual del trabajo (phillips: 1996). 

Para las mujeres "ambicionar una candidatura no siempre es una opción 
clara; prefieren adoptar posiciones y roles secundarios que les permitan entrar y 
salir de la vida del partido en las diferentes etapas de su vida sin causar mucho 
revuelo en la tradicional división sexual del trabajo que les coloca la responsa­
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bilidad del cuidado de la familia" (FLACSO, 2004: 47). Eliana Villar documen­
ta las estrategias que asumían las parlamentarias peruanas para compatibilizar sus 
"responsabilidades domésticas" con su actividad política: desde pagar servicio 
doméstico remunerado, hasta encargar a otras mujeres de la familia el apoyo 
para la administración de la casa, pasando, en más bien pocos casos, por la cola­
boración e involucramiento mayor de sus esposos en el ámbito privado. 

¿Cuánto durará este dilema? es la pregunta que se impone cuando esta 
realidad ya no es de unas pocas mujeres sino de un creciente número de el1as 
que incursionan en la actividad pública por efecto de la cuota electoral. El 
efecto cuantitativo de generalización de una situación puede provocar cam­
bios cualitativos en los sistemas de género?Villar sostiene que "salir al mundo 
público implica una negociación y redefinición de las responsabilidades 
domésticas y no hay salida que no tenga repercusiones sobre la estructura 
interna del hogar" (Villar, 1994: 90-91). El efecto demostrativo de carreras de 
mujeres políticas exitosas es otro factor coadyuvante para impulsar a más 
mujeres a asumir los retos que entraña la incursión política pública (Cañete, 
2004 (2),65) ya sortear las consecuencias que el1a acarrea: "una aprende con 
el tiempo que si le insultan no me pasa nada a mi, ni les pasa nada a mis 
hijos", es un testimonio revelador de esa nueva predisposición de las muje­
res (FLACSO, 2004: 48). 

De allí que sostenemos que la vigencia de la cuota electoral provocará 
modificaciones importantes no sólo en el sistema democrático ecuatoriano 
sino también, aunque a mediano plazo, en los patrones culturales de género. 
La situación planteada supone la claridad y la decisión de las mujeres para 
lograr modificar las actuales relaciones de poder de género en el mundo 
público y privado y la sabiduría y generosidad de los hombres para hacer 
menos difíciles estos cambios, que tienen un empuje histórico incontrastable. 
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